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  Al pequeño Emiliano.




  Ojalá que, cuando llegue el momento de asumir su ciudadanía, encuentre un México muy diferente al que se refleja en este libro.




  Introducción




  Tomás Moro, político y pensador inglés, describió en 1516 la ínsula de Utopía como el lugar donde la república, esto es, la cosa pública, había alcanzado el máximo grado de perfección. Se trataba de una ciudad-Estado pagana, con un régimen comunista, donde la razón guiaba a las instituciones. En ella el orden y la dignidad de la vida pública contrastaban notablemente con la brutal realidad que caracterizaba a la Europa del siglo XVI, cuando los primeros Estados-nación de la modernidad se consolidaban y sus clases dominantes se valían casi de cualquier medio para expandir su dominio, intereses y valores por los cuatro puntos cardinales.




  Desafortunado —vaya, etimológicamente—, ese lugar singular, con tanto elogio descrito por Moro, quien llegaría a ser lord canciller, pero terminaría ejecutado por orden de Enrique VIII, ese sitio, digo, donde al poder lo determinaban la razón y el interés colectivos, mas no los intereses individuales y egoístas, no existía ni tenía posibilidades de existir en la realidad: era el “no lugar”.




  El gobierno y la comunidad inexistentes, finalmente, sí tenían el propósito práctico que he descrito: confrontarlos con la realidad de la Europa de entonces. Lo perfecto e imposible acicateaba la imaginación para modificar lo efectivamente existente y buscar, si no la perfección, al menos su transformación en una situación política y humanamente menos despiadada e injusta, y más tolerable.




  El concepto que da título a este libro,1 distopía, lo opuesto a la construcción ideal de Moro, finalmente persigue el mismo objeto: también se trata de un “no lugar”, pero en éste dominan en grado extremo los aspectos negativos del ejercicio del poder. En la distopía la “cosa pública” lleva a la construcción de comunidades que acaban con la dignidad de sus componentes, y la fuerza, el miedo, la irracionalidad y un ambiente de corrupción profunda son las características relevantes. Ejemplos clásicos de distopías son obras de ciencia ficción, como Un mundo feliz (1932), de Aldous Huxley, en el que una sociedad centralmente intervenida vive, gracias a las posibilidades de control masivo que permite la tecnología, artificialmente feliz, pero por completo insensible, deshumanizada. Fahrenheit 451 (1953), de Ray Bradbury, presenta al lector unos Estados Unidos del siglo XXI en que el control político requiere, para desalentar la imaginación e implantar, en su lugar, la presencia omnímoda de una televisión como fuente única de entretenimiento e información, la quema sistemática de todos los libros heredados del pasado.




  Aunque, por fortuna, las distopías son no lugares, algunas de sus características, menos marcadas, tienen vida y operan en sociedades concretas, históricas. Lo que pretende la obra que ahora el lector tiene en sus manos es identificar, en el caso mexicano, algunos de los —para retomar el título de la obra clásica de Andrés Molina Enríquez—2 grandes problemas nacionales que adquirieron un contenido negativo al grado de que son capaces de causar un daño mayúsculo.




  Es tarea del lector concebir cómo podría ser un México donde los elementos negativos de los temas aquí presentados —dependencia externa, la naturaleza excluyente de los sistemas político, económico o social, la corrupción creciente, la impunidad, la violencia y la inseguridad, el control de los medios, así como la degeneración de los procesos electorales— aminorasen e, incluso, desaparecieran de la realidad, o bien cuáles serían las consecuencias de dejar que las cosas sigan su actual derrotero.




  En México han existido esfuerzos utópicos que despertaron los mejores impulsos de individuos, grupos, e incluso sectores completos de la sociedad, para desafiar el statu quo, considerado como injusto, pero aún susceptible de cambio, y embarcarse en empresas difíciles, arriesgadas e incluso peligrosas. Uno de esos primeros casos lo encontramos en la llamada utopía franciscana novohispana del siglo XVI, un buen ejemplo de los esfuerzos que una Orden mendicante desplegó con el fin de crear una comunidad indígena orientada por los principios básicos del cristianismo y no por los intereses económicos de la Corona y los conquistadores. Por esa misma razón es buen ejemplo de intentar y no poder llegar al “no lugar”.3




  Los Sentimientos de la nación, suscritos por el cura y líder insurgente José María Morelos en 1813, resumen en unas cuantas páginas un ideal de futuro imaginado por una parte de los independentistas que pretendió explotar la coyuntura creada por la Revolución francesa en España para hacer de una colonia un Estado nacional; para “[q]ue como la buena ley es superior a todo hombre, las que dicte nuestro Congreso deben ser tales, que obliguen a constancia y patriotismo, moderen la opulencia y la indigencia, y de tal suerte se aumente el jornal del pobre, que mejore sus costumbres, alejando la ignorancia, la rapiña y el hurto”.4




  En buena medida, los debates que llevaron a la redacción de las constituciones de 1857 y 1917 tuvieron elementos utópicos, y ese “sueño” de Pancho Villa que John Reed recogió en una sola página de su México insurgente es utopía norteña y campesina pura. El gran caudillo que organizó y dirigió la División del Norte se dio el lujo de suponer que el México posrevolucionario ya no tendría ejército y que, en cambio, estaría organizado en colonias agrícola-militares integradas por los veteranos de la Revolución, quienes trabajarían durante tres días hebdomadariamente la tierra que les diera el gobierno, o laborarían en “grandes empresas industriales”, también creadas por éste, mientras que el resto de la semana recibirían instrucción militar, de tal manera que, si la patria llegara a sufrir una invasión, todo el país estaría en pie de guerra para rechazar al enemigo con “solo tomar el teléfono desde el Palacio Nacional”. Villa mismo se veía no como el líder político que desde ese recinto ejercería el poder, sino como un simple trabajador de una de tantas colonias, ayudando “a hacer de México un lugar feliz”.5




  Para Adolfo Gilly la última —y quizá mejor— utopía mexicana fue la del cardenismo en los años treinta del siglo pasado.6 Ahí el nacionalismo se apoyó y, a su vez, respaldó ese gran esfuerzo de justicia social revolucionaria que fue el contrafuerte de las organizaciones de los trabajadores urbanos en su inevitable confrontación con el capital y, de manera preponderante, la reforma agraria. Finalmente, el cardenismo fue utopía por razón de que el gran y generoso esfuerzo desplegado desde el Palacio Nacional entre 1934 y 1940 no fue suficiente para mantener el ideal y realizar permanentemente una estructura de poder sostenida por las masas que, a su vez, hiciera efectivos los intereses de esas mayorías a las que pretendía hacer justicia histórica.




  Hoy no falta la visión que dé al proyecto encabezado por Carlos Salinas de Gortari como presidente (1988-1994) la categoría de utopía neoliberal. Y es que él y los suyos propusieron, y consiguieron, el abandono, incluso la condena, de lo que entonces quedaba del nacionalismo revolucionario cardenista para, en cambio, volcarse plenamente sobre la idea de una sociedad de mercado, competitiva globalmente, “que permitiera alcanzar la prosperidad y abatir rezagos sociales endémicos y ancestrales”. Se dijo en esos días felices que la clave residía en lograr una alianza con la potencia económica, social y políticamente más exitosa, Estados Unidos, mediante un Tratado de Libre Comercio de América del Norte. En el arranque, se reconocía, habría dificultades, pero, al final, emergería en México una fuerte clase media y habría un abatimiento de la pobreza.7




  Todo ello simplemente no ocurrió: terminó en un “no lugar”, pero en esta obra al neoliberalismo salinista se lo categoriza como proyecto nacional, no de utopía. Y es que, desde su origen, a éste lo caracterizó una notable falta de honradez, de generosidad, así como una abundancia de política del poder pura, y de beneficio de los pocos a costa de los muchos.




  Por lo tanto, lo que el lector encontrará en este libro es, precisamente, la idea de que si el neoliberalismo alguna vez pretendió tener elementos de utopía, en la realidad no terminó sino en un sistema político, social y cultural claramente excluyente, con lo que pavimentó el rumbo a la distopía mexicana.




  El reto que la actual etapa histórica del desarrollo mexicano le presenta a su sociedad es, por ende, muy claro: en primer lugar, adquirir conciencia de la creciente importancia de los elementos negativos que se han desarrollado en su seno —la existencia de una atmósfera de distopía— y, luego, la necesidad, la urgencia, de reaccionar, de actuar para detener las inercias en marcha y rediseñar la idea de futuro colectivo como aquel que, mezclando el realismo con la generosidad y la grandeza de la utopía, haga que México, en tanto comunidad nacional, recupere la confianza en sí mismo y eche mano de las mejores experiencias de su pasado para finalmente encontrarse con un proyecto de porvenir del que se pueda estar no sólo satisfecho sino orgulloso.




  NOTAS




  1Compendio del trabajo realizado desde 2012, difundido en “Agenda ciudadana” de Reforma, Primer Plano (Canal Once), entre otros.




  2Andrés Molina Enríquez, Los grandes problemas nacionales, México, Imprenta de A. Carranza e Hijos, 1909.




  3Patricia Nettel Díaz, La utopía franciscana en la Nueva España (1554-1604). El apostolado de fray Gerónimo de Mendieta, 2a ed., México, UAM-X, 2010.
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  5John Reed, México insurgente, México, Ariel, 1971, p. 116.
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  7Tomás Miklos y Margarita Arroyo, “El futuro de México a debate: prospectivas”, en Este País, núm. 300, abril de 2016, pp. 15-16.




  CAPÍTULO 1




  La relación con la gran potencia




  DEJAR DE SER MÉXICO




  En la conclusión de su célebre “La crisis de México”,1 ensayo publicado en 1947, Daniel Cosío Villegas advirtió que México iría a la deriva de no reconocerse, y remediarse, la crisis política y moral en que había caído al iniciarse la consolidación del régimen que sustituyó al porfirista. Negada por muchos, tal crisis era resultado del agotamiento de las metas de la Revolución mexicana: se había llegado al punto de “que el término mismo de revolución carece ya de sentido”, de modo que el país renovaba el compromiso con el proyecto de una nación más justa o estaría perdido. Podría, como último recurso, “confiar su porvenir a Estados Unidos”, lo que quizá resolvería algunos de sus problemas de índole económica, pero en “la justa medida en que su vida venga de fuera” México dejaría de ser México.




  Cosío Villegas no ahondó en el contenido de su profecía. Sin embargo, a 66 años de distancia de ella, estamos en posibilidad de detallar si se cumplió mediante el simple método de registrar y evaluar lo que ha significado el “confiar” la solución de algunos de nuestros grandes problemas a las directrices y las soluciones propuestas por, o negociadas con, Estados Unidos.




  Como presidente, Miguel Alemán Valdés (1946-1952) se mostró bastante obsequioso frente a Washington, pero sin abrir plenamente la economía mexicana al capital y al comercio con el vecino del norte. En los siguientes cinco sexenios la semiindependencia alcanzada para México por su revolución se mantuvo con altas y bajas, pero las crisis económicas de finales de los sexenios presididos por Luis Echeverría Álvarez y José López Portillo y Pacheco acabaron con lo que quedaba del proyecto mexicano. La siguiente crisis, ésta política, resultado del fraude electoral de 1988, llevó a que el grupo dirigente encabezado por Carlos Salinas de Gortari optara por intercambiar la relativa independencia económica mexicana basada en un débil mercado interno por la preservación del dominio priista sobre el sistema político. Fue entonces cuando se empezó a cumplir el pronóstico de Cosío Villegas, pues Salinas prefirió “confiar su porvenir a Estados Unidos”, aunque al hacerlo comprometió al país a un aumento de su dependencia respecto de éste.




  La propuesta de Salinas a Estados Unidos para negociar un tratado de libre comercio no fue otra cosa que un intento por encontrar en el vecino el apoyo y la energía que ya no se querían buscar internamente, lo que implicaba el desmantelamiento de la presidencia sin contrapesos, el fin del partido de Estado y la modificación del sistema fiscal, de la distribución del ingreso y de la estructura social. En suma, requería un cambio de régimen en el que los ganadores y los perdedores ya no serían los de siempre. A cambio de clausurar la etapa del nacionalismo revolucionario, el Ejecutivo prometió la recuperación del notable ritmo de crecimiento que había caracterizado los años cincuenta y sesenta, pero con nuevas bases, con lo que México ingresaría en el exclusivo grupo de los países desarrollados.




  Al final, lo prometido se quedó en deuda. El producto interno bruto (PIB) salinista fue de apenas 2.31% anual en promedio, y en el siguiente sexenio de 1.87%, aunque lo que sí ocurrió fue que México perdió la relativa autonomía que había alcanzado durante el cardenismo.




  En una segunda etapa de este análisis, el cambio de partido en la presidencia en el año 2000 no modificó la situación heredada de dependencia económica respecto de Estados Unidos, sino, por el contrario, la afianzó. Como la “exportación” de mano de obra se había convertido en una fuente indispensable de divisas para el nuevo modelo económico mexicano, Vicente Fox se propuso lograr un gran acuerdo migratorio con Estados Unidos que complementara el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y legalizara la presencia allá de los millones de trabajadores mexicanos indocumentados. Sin embargo, el país del norte ya no pudo, o no quiso, aceptar la propuesta del mandatario mexicano y los indocumentados se quedaron en un limbo legal en ese país, convertidos en un problema político.
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  La firma del Tratado de Libre Comercio entre México, Estados Unidos y Canadá tuvo lugar en diciembre de 1992 y entró en vigor en 1994. Como bien advirtiera Daniel Cosío Villegas en 1947, si sus gobernantes fallaban, el último recurso de México sería “confiar su porvenir a Estados Unidos”.




  A las dificultades causadas por el mal desempeño de una economía ya apegada a los cánones del llamado Consenso de Washington se sumó la agudización del desafío lanzado al gobierno y a la sociedad mexicana por la parte más dura del crimen organizado: los cárteles del narcotráfico, cuyo porvenir la dirigencia nacional volvió a confiar a Estados Unidos.




  Felipe Calderón Hinojosa concentró su sexenio, a pesar de las instituciones corrompidas e ineficientes, en una “guerra contra el narcotráfico”, y decidió que el éxito de su empresa —llamémosle así— no se lograría más que con un apoyo sin precedentes de Estados Unidos. De ahí la propuesta, en 2007, de negociar la Iniciativa Mérida (IM), firmada ese mismo año y que empezó a funcionar en 2009. Desde la perspectiva oficial, la IM buscó, entre otras cosas, que el gobierno norteamericano asistiera al del sur de su frontera para profesionalizar la policía, aumentar la capacidad de las fuerzas armadas, llevar adelante una reforma judicial y penitenciaria, reforzar su estructura de información, mejorar la seguridad fronteriza y fomentar “una cultura de la legalidad”. En la práctica, México abrió como nunca su sistema de seguridad al escrutinio y la influencia estadounidense, y la dependencia estructural de la economía se amplió a ese rubro: la seguridad. Finalmente, tampoco esta búsqueda de la salvación en Estados Unidos dio resultado: cuando el Partido Revolucionario Institucional (PRI) retornó a Los Pinos, en 2012, la “guerra contra el narcotráfico” seguía perdida, aunque ya se tenía un Memorial de Víctimas de la Violencia. De acuerdo con el Centro de Investigación para el Desarrollo, A. C. (CIDAC), “durante la gestión de Felipe Calderón, de 2007 a 2012, los homicidios dolosos per cápita aumentaron en más de 65%, mientras que los secuestros se incrementaron en 250% y las extorsiones en 94 por ciento”.2




  Difícil saber cuándo y cómo resolveremos el problema de la inseguridad y la violencia en México, pero confiar su solución a Estados Unidos no funcionó. Por otra parte, al final de cuentas el TLCAN ya tiene 22 años y la economía mexicana va de mal en peor: en 2015 el PIB per cápita creció apenas un modesto 1.1%. Y en estas condiciones se propuso un nuevo llamado, aunque indirecto, a Estados Unidos: pedir a las grandes empresas extranjeras que explotaran los yacimientos de petróleo que México expropió y nacionalizó en 1938. De acuerdo con lo planteado por Enrique Peña Nieto al lanzar la reforma energética, con la inversión extranjera el sector sería poderoso motor de la economía, la producción y las reservas de petróleo aumentarían, disminuirían los precios de los energéticos, se crearían cientos de miles de empleos, se recuperaría la seguridad energética… (Bordaré sobre el tema más adelante.)




  Ya debería haber quedado claro: cada vez que la clase política mexicana contemporánea ha buscado la salvación en Estados Unidos, la realidad ha quedado muy por debajo de sus expectativas, pero en cada intento, como lo vaticinó Cosío Villegas, México ha perdido algo de lo que pretendía ser. A estas alturas debiera ser evidente que lo que no hagamos y logremos por nosotros mismos, el exterior no nos lo dará, a menos que conformemos una Política Exterior, así, con mayúsculas, que sólo se puede diseñar y sostener como parte de otra mayor: la de un auténtico proyecto nacional.




  En México un caso exitoso de gran política exterior como parte de un designio mayor fue el cardenismo, al que aún hoy se sigue estudiando y reinterpretando. No es ése el único caso, pero sí uno de los más nítidos y que, esencialmente, arrojó dividendos de tal magnitud que beneficiaron a los gobiernos sucesores.




  En contraste, un caso de política exterior con minúsculas es actual. Y no es que falten profesionales en la Secretaría de Relaciones Exteriores, sino que el gobierno al que sirven nunca logró plasmar la idea ni tuvo la voluntad para dar forma a un proyecto nacional que otorgase fuerza y sentido a una política exterior con genuino interés y respaldo social.




  Una de las últimas reinterpretaciones de una gran política exterior, la cardenista, producto de una mirada externa, se presentó justo al inicio de la transición política que llevaría al Partido Acción Nacional (PAN), la fuerza anticardenista por antonomasia, a asumir el control de la presidencia y, por lo tanto, de esa materia. Se trata del trabajo del profesor estadounidense Friedrich E. Schuler, México entre Hitler y Roosevelt,3 cuya reinterpretación se basa en la bibliografía ya acumulada sobre el tema y en una nueva búsqueda de datos en archivos mexicanos, norteamericanos, británicos y alemanes.




  Para Schuler es meridiano que el propósito externo del cardenismo no fue tanto confrontar a la fuerza que en el pasado había afectado de manera muy negativa el esfuerzo mexicano para dar forma y consolidar a un Estado nacional viable y soberano: Estados Unidos; propone verlo menos como una reacción al imperialismo norteamericano y más como un esfuerzo por usar la política exterior, y la relación con su poderoso vecino del norte y el resto del mundo, como un instrumento para apoyar la modernización económica de un México muy atrasado. El cardenismo, así, no sería primordialmente una reacción nacionalista frente el capitalismo mundial —que también lo fue—, sino un esfuerzo de éxito para neutralizar lo negativo y aprovechar lo positivo de los procesos que entonces estaban cambiando de manera determinante al sistema internacional, desatados por los poderes inconformes con el statu quo resultante de la Primera Guerra Mundial e ineficazmente defendido por parte los beneficiados. No se trató, según este punto de vista, de lanzar a México a una lucha contra el capitalismo, como lo presentaron los adversarios de derecha de Cárdenas, sino de controlar y usar el capitalismo local y externo para fortalecer un proyecto nacional diseñado por el régimen mexicano y plasmado en el Plan Sexenal de 1933. Por eso la política exterior cardenista fue notable en su pragmatismo y efectividad.




  Quizá Schuler exagera, aunque no mucho, al sostener que




  

    cada relación que el Estado mexicano [de la época cardenista] estableció, mantuvo o se apropió en su trato con el exterior, se transformó en un elemento más de poder para el Estado posrevolucionario en formación. Además, de manera indirecta, también le sirvió para negarle a los adversarios, tanto internos como externos, elementos importantes para diseñar una visión alternativa [a la cardenista].4


  




  En suma, las acciones mexicanas de cara al exterior en la segunda mitad de los años treinta no tuvieron desperdicio: fortalecieron el proyecto nacional del grupo gobernante y ayudaron a neutralizar los esfuerzos de sus adversarios, en particular, aunque no exclusivamente, los de la derecha.




  Desde la perspectiva de Schuler, el puñado de profesionales dentro del aparato burocrático mexicano que se encargó de elaborar y llevar a cabo la política exterior del cardenismo no necesariamente estuvo conformado por personajes identificados con la esencia del proyecto cardenista, pero al cabo el responsable del gran diseño político en marcha, el presidente, tuvo la capacidad de encuadrarlos en su esquema y emplearlos con gran efectividad.




  La principal relación política y económica del México cardenista con el exterior fue, obviamente, con Estados Unidos, pero Schuler sostiene que en lo cultural, como en lo social, la relación básica se dio con la República española (la que mantuvo con el resto de los grandes actores internacionales en pugna fue secundaria).




  Es evidente que en la década de los treinta, como ahora, México era un actor menor en el gran juego de la política mundial, pero, a diferencia de lo que hoy ocurre, la política mexicana ante el mundo estaba dotada de una gran confianza en sí misma y, principalmente, muy dispuesta a explotar las oportunidades que surgieron de la dinámica que dominaba al sistema internacional. El centro de este juego fue entender el proyecto político de Roosevelt: el Nuevo Trato y “la política de la buena vecindad”, y adecuar los movimientos del ajedrez mexicano a los que hacía Roosevelt para aprovechar al máximo la orientación progresista y la buena disposición del embajador estadounidense Josephus Daniels.




  Para Schuler los aspectos fundamentales de los que la política de Cárdenas supo y pudo aprovechar de la de Roosevelt fueron: a) la venta de plata mexicana a Washington; b) el haber logrado tanto el apoyo del Departamento del Tesoro norteamericano al gobierno en la coyuntura económica de 1937, como c) la protección que le dio el embajador Josephus Daniels cuando grupos económicos en Estados Unidos demandaron acciones punitivas contra México; d) haber actuado de manera que Washington no eligiera desestabilizar al gobierno mexicano para resolver el problema creado por la expropiación petrolera de 1938 y no escuchara a la oposición encabezada por Juan Andrew Almazán, y e) haber facilitado la negativa de Washington a recrear el frente anglonorteamericano para echar por tierra la política petrolera mexicana y para que no impidiera el duro trato que dio Cárdenas a los intereses petroleros británicos.




  Obviamente, las potencias del Eje no tuvieron simpatía alguna por el cardenismo, pero una vez que calcularon los costos y los beneficios de perder su buena relación con las empresas petroleras internacionales, Alemania e Italia optaron por llevar adelante un intercambio de productos por el petróleo mexicano en tanto que Japón pagó, al menos parte del petróleo recibido, en efectivo. En este aspecto Schuler asegura que, a diferencia de Roosevelt, los gobiernos fascistas no le cumplieron a cabalidad a Cárdenas, pero tampoco la República española. En relación con este último país —subraya—, el triunfo del franquismo y la derrota del bando republicano representó un revés muy serio para Cárdenas, al darle aliento a la derecha mexicana; pero justamente entonces el pacto entre Stalin y Hitler (el Ribbentrop-Mólotov) de agosto de 1939 le sirvió al gobierno cardenista para neutralizar los efectos del desastre español en el delicado momento de la sucesión de la cuarta década del siglo.




  Las fuerzas en pugna en el revuelto panorama internacional de los años treinta buscaron y tuvieron eco dentro de México: comunistas, nacionalsocialistas, trotskistas, protestantes y sindicalistas estadounidenses, falangistas. Ante tal arcoíris ideológico, el contradiscurso nacionalista que armó el cardenismo fue muy efectivo. Pero, además de éste, estuvieron las maniobras políticas: contra los fascistas se usó a Lombardo Toledano y a los comunistas; para neutralizar a éstos se dio asilo a Trotsky, y Diego Rivera se pronunció contra Stalin; para hacer frente a los remanentes cristeros hubo un acercamiento con la Iglesia católica. En fin, la brújula de un gran proyecto nacional le fue útil a Cárdenas para que, al desatarse la nueva guerra mundial, el Estado mexicano tuviera el control efectivo de las relaciones y las influencias entre México y su entorno externo.




  El cardenismo, pues, muestra que la condición necesaria para tener una política exterior es volver a contar con un gobierno y una sociedad capaces de elaborar y sostener un gran proyecto nacional que, desde luego, fincaría aquélla en una soberanía cabal.




  Justamente con el fin de aportar datos para la discusión sobre la naturaleza de la soberanía, problema sin solución satisfactoria, recurro a un ritornello: en cuanto el país empezó a construir su Estado nacional se topó con el “factor norteamericano”.




  En teoría, la soberanía es la capacidad que la autoridad suprema del Estado tiene para imponer sus decisiones sobre su territorio; en este sentido, es sinónimo de autodeterminación, característica que, sin embargo, en principio le es propia al Estado nacional y se vuelve relativa en el caso de países situados en la zona de influencia de una gran potencia, en la medida en que la autodeterminación requiere un poder que la sostenga, lo cual es difícil, cuando no imposible, dentro de un sistema histórico de relaciones de poder muy asimétricas, como las que México mantiene con Estados Unidos.




  Desde una mirada realista, no hay posibilidad alguna de que en un futuro predecible México logre cerrar la brecha que en términos de poder lo separa de su vecino del norte, la cual no sólo ya existía cuando el país nació, sino que el tiempo la ha ahondado.




  En 1800 el PIB estadounidense equivalía al doble del PIB de lo que más tarde sería México, y para 1845 el valor de la suma de bienes y servicios en aquel país ya era 13 veces superior al que tenía la joven y muy conflictiva República mexicana.5 Más de siglo y medio después, la distancia entre las dos economías sigue siendo la misma. Así, el elemento central para sostener e incrementar la independencia de México como actor internacional: la fuerza de su economía, dejó de ser una variable para convertirse, ¡ay!, en una constante.




  Es evidente que la soberanía de un país como el nuestro siempre ha sido relativa, como lo es que el futuro previsible no parece distinto; no obstante, la gran potencia vecina siempre tiene una agenda internacional muy compleja que, en contraste con la nuestra, limitada, establece también una asimetría que, en este caso, nos permite, si nos lo proponemos, focalizar nuestra energía externa en un puñado de asuntos. Además, como lo señalara Mario Ojeda en su clásico Alcances y límites de la política exterior de México,6 en la segunda mitad del siglo pasado nuestro país logró que Washington aceptara que disintiéramos de las posiciones norteamericanas en temas que no eran vitales para la Casa Blanca pero sí para nosotros, tolerancia que, ¡claro!, cesó en cuanto Washington consideró que eran parte de su interés nacional.




  Como sea, en general Washington ha entendido que nuestro disentimiento público en ciertos puntos es un mal necesario para mantener la legitimidad y la estabilidad —precisamente porque la de México ya es un componente del interés nacional norteamericano o, más aún, interméstico (donde lo internacional y lo doméstico se mezclan al punto de no poder separarse)— del sur.




  En el pasado México jugó la carta de la disidencia frente a Estados Unidos apostando a que éste preferiría la estabilidad al sur de su frontera que la imposición de su voluntad sobre nuestro país y la cosecha de inestabilidades cercanas. Ésa fue la carta que jugaron Carranza frente a Wilson, Calles ante Coolidge y Cárdenas de cara a Roosevelt. Con menor intensidad también se arriesgaron en ese juego López Mateos, en el caso cubano, López Portillo en el de Centroamérica y —no faltará quien argumente que, en alguna medida, al excluir el petróleo del TLCAN— Salinas, así como Fox, al escatimar su apoyo en el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) cuando campeaba el empeño por invadir Iraq, frente a Kennedy, Reagan, Bush padre y Bush hijo, respectivamente.




  Regresaré a Ojeda no sin antes reconocer que los límites que fija el imperio se hicieron presentes incluso en momentos —como durante el cardenismo— en los que México apostó fuerte para expandir el espacio de su soberanía relativa. Un buen ejemplo lo provee la tesis académica de Mariana Flores Guevara: “La alternativa mexicana al marco internacional de prohibición de drogas durante el cardenismo”,7 en la que se demuestra cómo la presión del gobierno estadounidense echó abajo lo que pudo haber sido una política auténticamente mexicana en relación con las drogas.




  El personaje central en el entorno de una política propia sobre el consumo de drogas en el cardenismo es un médico bien preparado y con ideas propias: Leopoldo Salazar Viniegra, que impulsó el Reglamento Federal de Toxicomanías de 1940 con la propuesta de tratar a los drogadictos no como delincuentes sino como pacientes. El objeto del Estado consistiría, entonces, en curarlos, no en castigarlos, y la mejor vía para lograrlo sería abrir “dispensarios para toxicómanos” dependientes del Departamento de Salubridad, donde los médicos procederían a examinar, clasificar y registrar a los adictos para luego venderles y administrarles directamente aun hasta cinco dosis diarias de morfina a sólo 80 centavos. La meta final era doble: por un lado, la desintoxicación del adicto (aunque se aceptaba que habría casos incurables), y, por el otro, la eliminación de los narcotraficantes, del crimen organizado, esto es, de la intermediación. Si bien México aún no tenía un Chapo Guzmán, ya contaba con una Lola, la Chata, cuya furia aumentó en cuanto empezó a operar el primer dispensario en la Ciudad de México y se agostaron sus ingresos.




  La presión de Washington en contra de la heterodoxa política mexicana acerca del consumo de drogas fue rápida y decisiva: el enfoque prohibicionista era el único aceptable, es decir, no admitió otra solución, y advirtió que si el gobierno mexicano insistía en una línea propia en la materia, se le castigaría con un embargo y los laboratorios estadounidenses no le venderían ningún medicamento que pudiera ser objeto de uso “ilegítimo” en México. El límite a la soberanía mexicana funcionó: el 7 de junio de 1940 el presidente Cárdenas suspendió “el reglamento Salazar Viniegra” y volvió al anterior, de 1931, que, acorde con las ideas de Estados Unidos, criminalizaba por igual a proveedores y consumidores de drogas prohibidas.




  La evolución posterior de la “toxicomanía” refleja, tanto en México como en Estados Unidos, no solamente que la política impuesta no fue una solución sino también que el interés nacional mexicano resultó dañado por la imposición del norteamericano.




  En un largo paréntesis para homenajear al profesor Mario Ojeda Gómez, que falleció apenas hace tres años, abundo en su tesis y en el tema de los límites a la soberanía, hoy completamente difusos para el gobierno mexicano. Es un momento adecuado para hacerle un reconocimiento mediante la reexaminación de su propuesta, el reconocimiento de la capacidad explicativa de su momento y, por último, la observación de que el enunciado ya no rige por razón de que han cambiado tanto México como el sistema internacional:




  

    Estados Unidos reconoce y acepta la necesidad de México a disentir de la política norteamericana en todo aquello que le resulte fundamental a México, aunque para los Estados Unidos sea importante, mas no fundamental. A cambio de ello México brinda su cooperación en todo aquello que siendo fundamental o aun importante para los Estados Unidos, no lo es para el país.8


  




  Cuando en las aulas o los cubículos del Centro de Estudios Internacionales —que Ojeda dirigió— de El Colegio de México —que presidió— se hace referencia a la “tesis Ojeda”, no es necesario enunciarla: todo el mundo sabe que se trata de las líneas del párrafo anterior, que, a su vez, son la síntesis y explicación de la política exterior del México de la segunda posguerra mundial.




  Los gobiernos mexicanos recientes simplemente abandonaron el esfuerzo de preservar el espacio de independencia relativa heredado de la Revolución y se plegaron a las posiciones norteamericanas como consecuencia de la acumulación de debilidades de nuestra economía, del fin de la Guerra Fría y de los compromisos contraídos con las firmas del TLCAN y de la IM, más otros acuerdos con Washington.




  La “tesis Ojeda” fue resultado de un examen detallado de la política exterior mexicana ante Estados Unidos, la gran potencia hegemónica, en los tres decenios posteriores a la Segunda Guerra Mundial. Ojeda, que no pasó en vano ocho años por la Secretaría de Gobernación y luego por los cursos en Harvard de dos “realistas”: Hans Morgenthau y Henry Kissinger, cuando fue a especializarse en la política exterior norteamericana, observó esa realidad geopolítica de nuestro país desde la perspectiva de la escuela realista, con la que se adentró en las tiranteces y los acomodos que tuvieron lugar entre Washington y México, especialmente en las décadas de los sesenta y setenta. Se trató, internacionalmente, por la época dominada por la pugna Estados Unidos-URSS y la aparición en América Latina tanto de la Revolución cubana como de los intentos norteamericanos por acabarla y combatir sus reverberaciones en nuestra región; en el plano interno mexicano, por los choques de los gobiernos priistas con las oposiciones, especialmente con la de izquierda. La dinámica de uno y otros elementos, concluyó Ojeda, llevaron a que las tensiones entre México y su vecino del norte desembocaran en un arreglo informal pero funcional no sólo para Washington sino también para los propósitos del régimen mexicano.




  Para México, el entorno internacional posterior a 1945 estuvo limitado casi por completo a Estados Unidos, la única potencia que salió bien librada de la Segunda Gran Guerra, periodo en el que apenas si quedaban vestigios de la antigua influencia europea, es decir, estuvo limitado por un país obsesionado por su cruzada contra “el imperio del mal”: la URSS, mientras que lo que le quitaba el sueño a los dirigentes mexicanos era no involucrarse en la Guerra Fría y concentrarse en la industrialización protegida y en la preservación de un presidencialismo sin contrapesos. El discurso campeante en México era de justicia social y respeto por las formas democráticas de gobierno, aunque la práctica era la opuesta: sostener, por todos los medios, un monopolio del poder y los enormes privilegios de la élite dirigente.




  Fue en su anticomunismo donde el interés de Washington y el del presidencialismo priista mexicano hallaron su convergencia, sólo que el de aquél era abierto, mientras que el de éste no. El imperio terminó por concluir que para sostener la estabilidad del arreglo mexicano se debía tolerar su carácter antidemocrático, e incluso su discurso populista y nacionalista, más un cierto grado de independencia. Fue así como México logró una variante del viejo acuerdo informal Calles-Morrow de 1927-1928: una “dispensa” de la gran potencia para actuar de manera relativamente independiente en asuntos simbólicos, en especial en la defensa del principio de no intervención, para así mantener la vitalidad del mito nacionalista empleado por el PRI como fuente de legitimidad. Para el gobierno mexicano el dividendo extra de esta política era que La Habana no apoyara a la izquierda revolucionaria mexicana en su confrontación con el régimen priista.




  Ojeda encontró que el talón de Aquiles de la independencia relativa de México era la creciente debilidad de su economía. Y tenía razón: la “política exterior activa” de México de los setenta y ochenta devino en humillantes pedidos de auxilio financiero a Estados Unidos, a lo que le seguiría, desde 1985, una combinación de neoliberalismo galopante, de abandono del crecimiento hacia adentro a favor del libre comercio, el fin de la Guerra Fría y el monopolio político del PRI, así como el inicio de un proceso electoral competitivo. Todo desembocó en la decisión de los gobiernos del PRI y del PAN de abandonar el nacionalismo como fuente interna de legitimidad, con lo que, según apunté arriba, se debilitaron los supuestos en que descansaba la tesis que nos ocupa y los esfuerzos del gobierno mexicano por sostener la independencia de la que he hablado ante Estados Unidos. Así lo reconoció el propio Mario Ojeda en una de sus últimas obras: México antes y después de la alternancia política: un testimonio.9




  Los límites de la soberanía mexicana son, pues, muchos; por eso los dirigentes del país debieran evitar ampliar las zonas donde el interés nacional pueda chocar con el estadounidense. Haber abierto el codiciado campo petrolero mexicano a la inversión norteamericana equivalió a multiplicar las posibilidades de conflicto de intereses entre ambos países y a aumentar el peligro de una nueva disminución de la cada vez más relativa —en el sentido de importancia— soberanía mexicana.




  ¿Y LAS FORMAS?




  ¿Es imaginable que un muy alto funcionario mexicano viaje a Washington una vez que los demócratas y los republicanos hayan designado a sus respectivos candidatos para convocarlos a un encuentro con el propósito de que le expongan, en 40 minutos, qué se proponen hacer en su relación con México y, en reciprocidad, asegure que, sea quien sea el ganador, México no interferirá en la elección y seguirá cooperando con el nuevo gobierno? Imposible. En contraste, la visita del vicepresidente estadounidense a México en 2012, en la que los tres precandidatos presidenciales principales le presentaron una síntesis de sus proyectos políticos, incluida la relación con Estados Unidos, fue una sonora y difundida realidad. ¿Por qué y para qué se evidenció de esta manera una asimetría más entre las dos naciones vecinas? Un misterio.




  El 5 de marzo de 2012 el vicepresidente de Estados Unidos, Joseph Biden, hizo una escala en México en su camino a Honduras para entrevistarse con Felipe Calderón y con los tres precandidatos presidenciales punteros para visitar la basílica de Guadalupe, hecho del que los medios del país de origen del funcionario ni se ocuparon, aunque aquí fue noticia de primera plana y, auténticamente glorioso, que éste declarara que la parte más interesante de su programa había sido su encuentro con la imagen de la Virgen en el templo.




  Sin embargo, quienes nos encontramos de este lado de la frontera no deberíamos dejar que el hecho se quedara en anécdota sin mostrar inconformidad. En las relaciones entre el norte y el sur del río Bravo se deben cuidar tanto contenidos como formas, pues la conflictiva historia de su relación y la enorme diferencia de poder entre ambos hace que estas sean importantes.




  En esencia, la multitud de intercambios entre los Estados nacionales —esto es, los actores centrales del sistema internacional— está determinada por las relaciones de poder, las cuales siguen siendo muy cercanas al “estado de naturaleza”, donde cada cual busca satisfacer su propio interés sin asumir responsabilidad por las consecuencias que tal empeño tenga en los demás. El egoísmo nacional es la regla del juego de la política internacional, y si bien en ese ambiente no siempre el pez grande se come al chico, a la larga prevalecen los intereses del primero. Por eso los segundos deben ser extraordinariamente recelosos, pues, para citar al ex presidente guatemalteco Juan José Arévalo, que sabía de lo que hablaba, la relación entre Estados Unidos y sus vecinos del sur es como la del tiburón con las sardinas.




  Claro que, por otro lado, no es imposible que a los países fuertes se les atraganten los países débiles. Véase, para entender esto, el caso de Afganistán, al que han intentado dominar, durante los últimos tres siglos, los persas, los ingleses, los soviéticos y los estadounidenses, aunque ninguno lo ha logrado: con frecuencia, precisamente para disminuir o eliminar el costo de una imposición unilateral descarnada, los tiburones se han visto obligados a negociar y a cooperar con algunas sardinas, aunque en el trasfondo de ese toma y daca siempre están vigentes los principios de la ley del más fuerte. Para encubrir y hacer más llevadera esa dura realidad, los débiles se auxilian, entre otros instrumentos, de la diplomacia.




  Según la define el Diccionario Webster, la diplomacia es el arte y la práctica de llevar a cabo negociaciones entre las naciones con el fin de obtener términos mutuamente satisfactorios… Como “mutuamente satisfactorios” no implica, claro está, que el grado de satisfacción sea similar, la diplomacia implica no sólo negociar sino también disimular (como define la palabra, en su acepción coloquial, el académico Diccionario de la lengua española), no evidenciar la asimetría, la fragilidad de uno y la fuerza del otro, y menos en un entorno que asume como válidos los principios de la no intervención y la igualdad jurídica de las naciones; como no era necesario descuidar las formas y remachar la subordinación política de México ante Estados Unidos, al hacer que compareciera cada uno de los candidatos presidenciales reales (vaya: el del Partido Nueva Alianza no contaba).




  Mientras el presidente norteamericano goce de cabal salud, el vicepresidente no es una figura importante. Claro, al encabezar el Senado, puede desempatar una votación, pero en circunstancias normales, nada más. Por eso la visita a México del vicepresidente no hizo más que recalcar que no era la persona adecuada para resolver algo sustantivo de la agenda bilateral México-Estados Unidos. De acuerdo con un breve comunicado de la Casa Blanca (22 de febrero), aquélla sólo tenía por objeto hacer manifiesto “el compromiso de Estados Unidos de profundizar nuestro diálogo y cooperación estrecha con México respecto de una diversa gama de asuntos”. Buen ejemplo de un comunicado que realmente no dice nada.




  Ya en México, lo importante no fue la entrevista del vicepresidente con Calderón —la prensa informó que, una vez más, éste insistió en que Estados Unidos debía actuar contra el lavado de dinero y el tráfico de armas hacia México—, sino los encuentros con los candidatos a la presidencia mexicana. Y es aquí donde vale preguntarse: ¿a cuento de qué comparecieron los precandidatos mexicanos ante un vicepresidente estadounidense? Para un país como el nuestro, con una historia de relaciones con Estados Unidos marcada por la debilidad, hay algo de humillante que un representante del mandatario de allá venga y públicamente haga comparecer a nuestros candidatos presidenciales, como si el enviado fuera un entrevistador que debe palomear a los aspirantes a un puesto en la empresa.




  Obviamente, el consejero de asuntos políticos de la embajada de Estados Unidos aquí le hubiera enviado, de manera más prolija y comentada, la información que obtuvo de los precandidatos mexicanos. Así pues, lo que se vino a buscar no fue el contenido de las entrevistas, sino el hecho de tenerlas. Y eso es justamente lo que, por ser unilateral, no debió ocurrir.




  Si nos atenemos a lo informado por la prensa mexicana el día 6,10 el priista Enrique Peña Nieto reiteró como prioridad el combate al crimen organizado, se manifestó a favor de profundizar la integración económica de los dos países y no tuvo empacho en poner sobre la mesa de la negociación con Estados Unidos algo que en otro tiempo ningún integrante de ese partido político hubiera aceptado en público: la probable apertura de Pemex a la inversión privada. Josefina Vázquez Mota, la candidata del PAN, se congratuló de la buena actitud del vicepresidente ante la posibilidad de que México tuviera a una mujer como jefa del Ejecutivo, respaldó la política de Calderón en la lucha contra el crimen organizado y sugirió la conveniencia de ampliar la zona económica fronteriza. Andrés Manuel López Obrador (AMLO), el candidato de izquierda, fue quien puso una nota discordante, al entregar a Biden una propuesta por escrito para “una nueva relación binacional” que dejara de privilegiar el apoyo militar y policiaco en la lucha contra el narcotráfico y que, en cambio, hiciera hincapié en atacar las causas sociales de la violencia, es decir, que dinamizara la economía mexicana para que se generaran los empleos que habrían de quitarle base social a las organizaciones criminales y a la migración indocumentada.




  [image: images]




  © Proceso / Octavio Gómez




  [image: images]




  © Proceso / Octavio Gómez




  [image: images]




  © Proceso / Octavio Gómez




  Para 2012 al gobierno de Washington le interesaba un México bien administrado, uno que no le generara problemas, y las preferencias ideológicas de los gobernantes al sur de su frontera ya no importaban como ocurrió durante la Guerra Fría. En la foto, el vicepresidente de Estados Unidos, Joseph R. Biden, con candidatos a la presidencia mexicana.




  Después de dichas entrevistas, Biden declaró, innecesariamente, que su país no tenía preferencia por ninguno de los candidatos y que respetaría los procesos electorales mexicanos y su resultado: expresión que debía ser un supuesto incuestionable. ¿O es que en el pasado había intervenido? Aquí encaja perfectamente el viejo refrán: “Aclaración no pedida, acusación manifiesta”.




  Luego de esta visita que, insisto, en la prensa estadounidense no pintó, se sugirió que obedeció no a razones relacionadas con lo que sucede en México, sino en Estados Unidos: mostrar en los tiempos electorales de allá y al electorado de origen hispano que los demócratas sí se interesan por México, por Centroamérica… y por la Virgen de Guadalupe. Mal elegido el terreno, pues lo poco que se pudo ganar allá tuvo acá un resultado negativo. En la relación México-Estados Unidos —hay que redundar en ello— las formas siempre son importantes, y si el norte las olvida, el sur tiene la obligación de recordárselas.




  Los siguientes datos sobre la importancia demográfica de la comunidad de origen mexicano en Estados Unidos son importantes al respecto, así como para prologar el debate, en el que me voy a enfrascar durante unas líneas, acerca de la doble agenda política de dicha comunidad.




  En el censo más reciente, 50.5 millones de los 308.7 millones de habitantes en Estados Unidos se definieron a sí mismos como hispanos. De aquel total, 31.8 millones (63%) fueron de origen mexicano, con una tasa de crecimiento, entre 2000 y 2010, de ¡54%! Poco más de 86% de quienes se dijeron de origen mexicano residía en los estados del oeste y del sur de la Unión Americana; aunque los había en todos los estados, el grueso estaba en California. De acuerdo con el Pew Hispanic Center, en 2008 residían en Estados Unidos 12.7 millones de personas nacidas en México, de las cuales 55%, es decir, casi siete millones, eran indocumentadas. Y 2.6% de quienes habitan en Estados Unidos —que también suman millones— están en una posición legal y económica muy vulnerable.




  Lo anterior significa que 10% de México (los conciudadanos que residen en el resto del mundo son un conjunto muy pequeño) se encuentra en Estados Unidos. Como resulta, luego, que en ningún otro país existe una comunidad extranjera tan grande como la mexicana en Estados Unidos, para México el mundo externo, en sentido demográfico, económico o político, casi se reduce al país del norte. Si a lo anterior se agrega la ya mencionada asimetría de poder entre los dos Estados —en pocas, si es que en alguna, relaciones de vecindad entre países ésta es tan marcada como en la de México-Estados Unidos—, la interacción es muy peculiar y complicada. Para éste como para aquél, este ejercicio cotidiano es extraordinariamente difícil de administrar —más arduo obviamente, para quien menos poder y recursos tiene—, como definir dónde reside o debería residir el interés nacional mexicano.




  De ahí, pues, lo que puede entenderse como una doble agenda política, que desarrollan algunos de los mexicanos y mexicano-norteamericanos en Estados Unidos; por un lado, interesados y activos en los procesos políticos que tienen lugar en el país en el que hoy viven y, por el otro, en los que ocurren en su país de origen —o de sus padres—. Por sí misma, la agenda de su entorno inmediato, la norteamericana, es complicada, pero si se le suma la relacionada con lo que sucede en México, la carga total es particularmente pesada. Es obvio que mantenerse activos tanto en el frente estadounidense como en el mexicano no es algo que atraiga a la mayoría de los miembros de la comunidad mexicana en Estados Unidos que, simplemente, no invierte tiempo ni recursos en patentizar su compromiso con las causas y los candidatos que se disputan el derecho de encabezar la siguiente etapa política de México, pero hay algunos que sí lo hacen.




  No obstante que tan sólo 59 000 de los mexicanos que residen en el exterior completaron los engorrosos trámites para emitir su voto en la elección de julio de 2012, proliferan aquellos que se interesan por los procesos políticos en México y que desean participar en actos públicos relacionados con las campañas de candidatos y partidos, como también los que quieren oír, y hacerse oír, en lo tocante al tema por la radio o en las reuniones ad hoc, o que, incluso, están dispuestos a aportar tiempo y dinero para auspiciar corrientes de opinión favorables a determinado candidato. Comoquiera que sea, hay que reconocer el espíritu cívico de esos activistas que allá toman partido por lo que sucede acá.




  La premisa que debiera ser evidente e insoslayable no lo es tanto en la realidad: las comunidades de mexicanos y estadounidenses de origen mexicano a uno y otro lados del río Bravo deberían asumir como propios los temas (para éstos, la debilidad de la economía, el desempleo, la calidad y las condiciones de trabajo, los recortes en los servicios públicos y las múltiples manifestaciones y efectos de la discriminación; para muchos de aquéllos, la legalización de su estancia en el país donde trabajan y la creciente persecución de la que son objeto) que los afectan, aunque en la práctica no siempre es el caso. Uno de los muchos ejemplos de los que sí se dan tiempo para sumar a sus intereses lo que sucede en México fue un acontecimiento público que tuvo lugar en Los Ángeles, California, en abril de 2012: al tenor del lema “México, ahora o nunca”, Rubén Luengas, periodista cuyo programa “Contragolpe” difunde en la radio una estación local organizó y moderó una mesa redonda en un estudio de televisión en Burbank al que acudieron entre tres y cuatro centenas de personas que pagaron su entrada para escuchar y participar con periodistas y académicos en una discusión sobre las problemáticas —la coyuntural y la profunda— mexicanas. Para evaluar sucesos como éste se debe partir de la existencia de un interés genuino en la comunidad, más el esfuerzo por refirmar su liga con la cultura mexicana (antes de la sesión política se presentó un coro de niñas y jóvenes que interpretaron canciones mexicanas y un corrido que retrataba la dureza de esa vida); hay que aceptar, asimismo, que las actitudes y las opiniones —simpatías y diferencias— que se expresan a lo largo de reuniones de este tipo no necesariamente se deben tomar como representativas de la comunidad, aunque tampoco se les puede calificar de atípicas; son, sencillamente, la manifestación del punto de vista del segmento más politizado y activo de la comunidad mexicana.




  El hecho es que, por las preguntas y los comentarios vertidos en la reunión referida, se puede concluir que del otro lado hay bastante información sobre lo que acontece en éste —alguna tomada directamente de medios electrónicos mexicanos— y una notable insatisfacción con el estado de cosas en nuestro país, en particular con la ineficiencia y la corrupción gubernamentales y con uno de sus efectos más concretos: la inseguridad y la persistencia del crimen organizado. Nadie se entusiasmó ante lo hecho por el PAN ni, mucho menos, por el entonces ya inminente retorno del PRI a la presidencia, y sí, en cambio, hubo voces de simpatía por Andrés Manuel López Obrador y Morena, aunque no por el PRD, y no faltó quien expusiera sus dudas sobre la imparcialidad del Instituto Federal Electoral (IFE): la mala calidad de la elección de 2006 no se olvida.




  Desde el siglo XIX, pues, la comunidad mexicana en Estados Unidos ha estado atenta a los procesos y las tensiones políticos en México. En ocasiones notables, los disidentes de aquí encontraron respaldo allá —véase, si no, el ejemplo de la experiencia de Francisco Madero en 1910—, y hoy, con una comunidad tan numerosa y más comunicada e informada que antes, esta agenda en dos frentes adquiere mayor importancia.




  En la actualidad “el factor mexicano en Estados Unidos” puede ser, de nuevo, un elemento más que influya positivamente en la evolución política de nuestro país. Por nuestra parte y desde acá debemos buscar ser lo mismo allá.




  EL EMBAJADOR




  Cuando en México se hace referencia al “embajador”, así, sin identificar su nombre ni el país que representa, lo normal es suponer que se trata del estadounidense, el único diplomático extranjero cuyas opiniones y acciones realmente llegan a incidir en la vida política de México. Dolia Estévez, periodista mexicana con más de 20 años en Washington, entrevistó a los nueve embajadores más cercanos a 2012 y armó un libro: U. S. Ambassadors to Mexico. The Relationship through their Eyes, obra que no contiene revelaciones como las proporcionadas por Wikileaks, pero cuyas opiniones subrayan lo complicada y asimétrica que es la naturaleza de nuestra relación con el poderoso vecino del norte.




  Para Estados Unidos, gran potencia desde su victoria sobre España, en 1898, el objeto de atención en el exterior ha variado de manera constante y México, cuya relación externa más importante, absorbente, determinante y, sin duda, peligrosa es con aquel país, es sólo un tema entre los muchos que conforman su agenda internacional. Sin embargo, como bien lo advirtiera Carlos Pascual, para Estados Unidos la relación con México es trascendente porque “ninguna otra […] afecta más directamente las vidas de los ciudadanos estadounidenses…” Un indicador de lo anterior es que, si se excluye al personal militar, la embajada aquí es la mayor de las representaciones diplomáticas estadounidenses.




  La política mexicana de Washington tiene múltiples fuentes: desde la Casa Blanca, aunque sólo en momentos muy precisos, siguiendo con el Departamento de Estado, hasta decenas de otras dependencias del gobierno federal; desde los departamentos del Tesoro hasta los de Justicia, Comercio, Seguridad Interna, Defensa (Comando Norte) y muchas otras. Intervienen también el Congreso, los gobiernos de los estados fronterizos, las grandes empresas con intereses en México, la prensa, los grupos de interés, las organizaciones no gubernamentales, etc., en una complicada trama en la que uno de los cabos de peso que sirve para anudar a muchos otros es, precisamente, este personaje del que hablo: el embajador.




  Es claro que la historia política de la relación México-Estados Unidos en los últimos 40 años va a requerir el esfuerzo de muchos investigadores y la apertura de archivos que aún no están al alcance de los estudiosos. No obstante, las entrevistas de Estévez cumplen con dos propósitos; contribuyen, por un lado, a desbrozar el campo, y, por el otro, a generar un material original que es útil tanto para los analistas como para los historiadores. Siguen un mismo patrón, pero varía la calidad del interlocutor; en general, los diplomáticos de carrera —una minoría— destacan por la sutileza de sus respuestas, pese a que algunas de las revelaciones más francas e interesantes las hizo uno de los que carecía de experiencia diplomática previa, aunque no era ajeno a las lides políticas: James Jones, abogado y congresista de Oklahoma (1993-1997), quien admitió haber hecho saber a un par de presidentes la posición norteamericana en torno de temas de política interna mexicana, y, perogrullescamente, dejó constatado que la embajada del país más poderoso del orbe sí interviene en nuestros asuntos internos cuando, a su juicio, le atañen, incluso si es sólo de manera indirecta.




  En la variedad de asuntos tratados en la obra comentada hay materia para el análisis de fondo. Para empezar está la identificación del interés de Estados Unidos en México. Más allá de algunas declaraciones muy superficiales y obvias, como la amistad entre países vecinos, o de los temas muy candentes de cada época, como petróleo, Centroamérica, libre comercio, préstamos de emergencia, migración o narcotráfico, el interés primordial y permanente de Washington en México ha sido —como ya he asentado arriba— la estabilidad en la que prive el interés, valga el neologismo que también ya anoté, interméstico. Por eso en varias coyunturas difíciles Washington se autolimitó en su presión sobre temas que le interesaban: el petróleo, por resaltar uno.
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  La política norteamericana frente a la migración indocumentada de mexicanos y centroamericanos ha sido dura durante los últimos años. Para 2016 la presencia de 11 millones de mexicanos en Estados Unidos era un tema en la campaña presidencial de ese país. En la foto, la Patrulla Fronteriza vigilando la muralla en la frontera México-Estados Unidos.




  John Gavin le expresó a Estévez que, tras la crisis económica que se inició en 1982, la preocupación del presidente Ronald Reagan respecto de nuestro país fue la viabilidad de México “como nación, como gobierno y como sociedad”. No obstante la irritación que produjeron en Washington sus diferencias con México respecto de temas como Cuba, Contadora y Centroamérica, o el asesinato del agente de la Administración Federal Antidrogas (DEA), Enrique Camarena, se siguió adelante con los préstamos de emergencia para no afectar lo realmente importante: una estabilidad que ya había dañado esencialmente sus bases económicas. Cuando Estévez, siguiendo esta línea, le preguntó a Gavin si, en el caso del México priista y en la época de la Guerra Fría, Estados Unidos prefirió “la estabilidad sobre la democracia”, el embajador respondió: “Para Estados Unidos es importante tener naciones y gobiernos estables, preferiblemente democráticos y amistosos, en nuestras fronteras”. Al buen entendedor…




  Por su parte, John Negroponte de plano admitió que con Salinas “no teníamos discusiones amplias con el gobierno sobre política interna y derechos humanos […] la reforma política no era tema que estuviera en la agenda”; lo que sí figuraba, y de manera primordial, era el interés por el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN). James Jones es, finalmente, el más honrado de los embajadores entrevistados: “Durante la época del PRI estábamos dispuestos a pretender que en México había ‘democracia’ porque preferíamos la estabilidad sobre la democratización”.




  Según Negroponte, su país decidió no intervenir en los asuntos internos porque es un área en la que los mexicanos “son muy susceptibles”. Sin embargo, lo que en realidad estaba entonces en el centro de la agenda del embajador era, reitero, el TLCAN, un acuerdo económico con una espina dorsal política, pues, entre otras cosas, su efecto inmediato consistía en fortalecer el gobierno de Salinas, debilitado de origen por el fraude de 1988. No condicionar el TLCAN a un sistema interno de reglas democráticas, como el tratado con Europa sí lo haría poco después, fue intervenir por omisión de manera efectiva en apoyo de un statu quo no democrático. Y aquí resalta el efecto de la asimetría en el trato entre los dos países: Estados Unidos incide vigorosamente en nuestros arreglos internos ya sea por acción, ya sea por omisión.




  Precisamente James Jones, el sucesor de Negroponte, fue quien desmintió a este último en cuanto a la no intervención en asuntos internos mexicanos. Y es que Jones aseguró que él personalmente le hizo saber en 1994 a un Salinas que le escabullía el bulto “que si manejaba la insurrección zapatista al viejo estilo iba a destruir todos los avances económicos y de otra índole que había hecho”. Por esa razón, o por cualquiera otra, el hecho es que Salinas detuvo la ofensiva militar e inició la negociación con el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN).




  Jones fue igualmente claro al referirse al tema de la corrupción. En una conversación con Ernesto Zedillo Ponce de León, y a pregunta expresa de éste sobre qué hacer para combatirla, el embajador respondió: “Pondría una bomba atómica encima de todas sus agencias de procuración de justicia y las haría volar. Así empezaría de cero y no permitiría el regreso en el futuro de alguien que tuvo que ver con procuración de justicia en el pasado”. Como tal recomendación era mera fantasía, más tarde el embajador entregó a Zedillo una lista de personajes investigados por la inteligencia estadounidense a los que se consideraba corruptos y que “no deberían quedar en puestos gubernamentales de alto nivel”. Según Jones, ninguno de los consignados en la lista quedó en un puesto de alta responsabilidad; ahí se tiene un ejemplo del poder de veto de Washington en temas internos.




  Conviene hacer notar que esas presiones se ejercieron pese a que los personajes y sus gobiernos eran muy del gusto norteamericano y que, en ambos casos, la acción de la embajada no fue dañina (quizá por eso Jones se animó a revelarla), pero, ¿fue así en todos los casos?




  En suma, la obra de Estévez lleva a una conclusión: desde siempre el embajador estadounidense ha sido un actor político inevitable, aunque no siempre ha sido el procónsul del que habló José Vasconcelos. Lo realmente crucial, más que ese embajador, es la posición de su interlocutor natural: el presidente mexicano, y la debilidad o la fuerza desde la que ha negociado con el imperio.




  YA SABEMOS QUE ELLOS SABEN LO QUE NOSOTROS NO




  Hace años un profesor afirmó muy seguro de sí mismo: “Nosotros, los norteamericanos, sabemos más sobre ustedes, los latinoamericanos, de lo que ustedes saben sobre sí mismos”. Entonces podría habérsele rebatido, pero no ahora, si su afirmación se reformulara así: “Gracias a nuestra tecnología y a una enorme inversión en estructuras de espionaje, el aparato de inteligencia norteamericano está en posibilidad de saber mucho más de lo que los ciudadanos mexicanos saben en relación, por ejemplo, con los intríngulis de la reforma petrolera del gobierno de Enrique Peña Nieto”. No sería fanfarronada, pues lo respalda la información que en julio de 2013 reveló el antiguo empleado de la Agencia Nacional de Seguridad (NSA, por sus siglas en inglés) estadounidense Edward J. Snowden, acusado de traición por Washington.




  Según lo publicado por el periódico brasileño O Globo, que tuvo acceso a documentos sobre América Latina entregados por Snowden, los programas “Prism” y “Boundless Informant” de la NSA han espiado el contenido de las computadoras y el tráfico telefónico y de internet de varias agencias gubernamentales y privadas del continente. El país más escuchado de nuestra región ha sido Brasil, pero le siguen México y Colombia. En el caso mexicano, lo que interesaba principalmente al espionaje estadounidense de ese momento eran dos temas: narcotráfico y energía. Por lo tanto, en la medida en que los asesores de Peña Nieto hayan elaborado en sus computadoras documentos internos sobre lo que iban a presentar como reforma petrolera dentro del Pacto por México y los hayan intercambiado vía internet o Skype, o discutido por teléfono, lo más seguro es que las autoridades estadounidenses los conocieron, lo mismo que la historia de su elaboración y las posiciones de los diferentes actores, e incluso que hayan actuado apoyadas en esa información. En suma, gracias a Snowden nosotros, los ciudadanos mexicanos, sabemos que esta vez ellos, los norteamericanos, efectivamente ya saben más que nosotros en lo que se refiere a quién planteó qué respecto del petróleo en Los Pinos, Hacienda, Pemex, Gobernación, los partidos, el Congreso, etc. Y lo que sucedió de esa forma con el tema energético puede ocurrir en otros campos. Información es poder y los estadounidenses tienen mucha(o) sobre nosotros.




  En octubre de 1822, cuando México apenas había iniciado su vida como nación independiente, se presentó en Veracruz un estadounidense peculiar: Joel R. Poinsett. No llegó como lo haría tres años más tarde, en calidad de ministro plenipotenciario ante nuestro país, sino en el papel de espía, nada vulgar, como lo señalara José Fuentes Mares, sino bien formado, aunque lleno de prejuicios, en busca de recabar datos sobre la naturaleza del gobierno, la sociedad y la geografía de México para que su gobierno decidiera qué actitud convenía asumir ante al nuevo vecino del sur.11 (Aún se especula si el pintor inglés Daniel Thomas Egerton vino a México en la década de 1830 a capturar el aspecto general de ciertas ciudades mexicanas para el arte, para el ejército estadounidense o para ambos,12 e incluso las investigaciones de Alexander von Humboldt no se salvaron de ser calificadas de espionaje —ciertamente ilustrado— para el posterior saqueo de Nueva España.)




  En 1913 los enviados personales del presidente Woodrow Wilson ante las principales facciones revolucionarias llegaron para obtener y transmitir toda la información política y militar de interés para Washington. Se trató de personajes como William Hale, periodista, y John Lind, ex gobernador de Minnesota, perspicaces, pero que no hablaban español, y a quienes siguieron John Silliman, que se mantuvo cerca de Venustiano Carranza, y George Carothers, que estuvo con Pancho Villa. Durante los años de reconstrucción que siguieron a la lucha armada, un buen número de periodistas y académicos norteamericanos visitó México para informarse —y, de pasada, informar a su gobierno— sobre el complejo proceso revolucionario (C. Beals, E. Gruening o F. Tannenbaum, entre otros). Pero fue con la Segunda Guerra Mundial y la Guerra Fría cuando se institucionalizaron el espionaje profesional estadounidense y la colaboración —subordinada— del gobierno mexicano.




  La Agencia Central de Inteligencia (CIA, por sus siglas en inglés) nació en 1947 y en 1951 ya estaba en México —desde 1939 funcionaba aquí la Oficina Federal de Investigación (FBI, por sus siglas en inglés)—. El segundo jefe de estación de esa agencia en México, Winston Scott, obtuvo autorización del gobierno de Adolfo López Mateos para introducir aparatos con el propósito de espiar a la embajada soviética, y prometió, a cambio, interferir las conversaciones telefónicas del general Lázaro Cárdenas y Vicente Lombardo Toledano e informar al respecto.13 En 1975 el ex agente de la CIA Philip Agee, denunció que algunos presidentes y funcionarios mexicanos en Gobernación eran colaboradores de la agencia estadounidense e incluso tenían sus claves: Gustavo Díaz Ordaz era “Litempo-2”, y Luis Echeverría, “Litempo-8”.14




  A partir de los años setenta del siglo XX, la “guerra contra las drogas” llevó a que las actividades de espionaje de la DEA en México adquirieran gran relevancia hasta llegar a su punto culminante con la ya referida Iniciativa Mérida que implicó la construcción en México de una compleja red de inteligencia binacional México-Estados Unidos supuestamente para lograr que el débil Estado mexicano recuperara el control que los cárteles del narcotráfico le habían arrebatado en partes de su geografía y su estructura institucional.15




  La Iniciativa Mérida obedece a la lógica de la “narcotización” de la relación México-Estados Unidos, pero tampoco se puede desligar del esfuerzo de Felipe Calderón por superar la debilidad inicial de su gobierno, que le hizo construir el núcleo fuerte de su sexenio alrededor de la “guerra contra el narcotráfico”. Al final, con un Calderón derrotado ante los cárteles de la droga, la Iniciativa Mérida quedó como herencia envenenada; a partir de 2010 se instaló en la Ciudad de México la Oficina Binacional de Inteligencia con dos subsedes en el norte del país, desde las cuales Estados Unidos opera aquí toda una sopa de siglas de espionaje: CIA, FBI, NSA, DIA, ICE, etcétera.16




  La única sorpresa de lo revelado por Snowden no es el espionaje, sino su magnitud: sólo en Alemania la NSA examinaba mensualmente, hace tres años, medio millón de mensajes.17 Toda potencia imperial espía a enemigos y a amigos. Así ha sido y así es. Para nosotros el problema es qué hacer: ¿basta con “pedir explicaciones”, como hizo la cancillería? Información es poder. ¿Luego México va a seguir facilitando a los servicios de inteligencia estadounidense toda la información sobre nosotros que ellos quieran, como la quieran y cuando la quieran? Si ésa es nuestra política, ¿donde está la soberanía?




  Se fue por el túnel, dirán más de cuatro. Y es que para un país en nuestra situación: a la defensiva ante la gran potencia, la mejor política exterior es una buena política interna. Ex posfacto es claro que para la defensa de nuestra siempre relativa soberanía el mal menor hubiera sido entregar a los norteamericanos al famoso narcotraficante Joaquín, el Chapo, Guzmán Loera vía la extradición, y no haber cedido al capital privado externo el derecho a explotar nuestros yacimientos petroleros. Lo que se tiene a la vista es que se ofreció el petróleo a empresas que, deseosas de mejores términos, acabaron por mostrarse renuentes a tomarlo, y lo que no se avarició: el capo, simplemente, se esfumó.
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